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8. Sobre estas bases el Ministerio F1ecal analiza le. posible
violación en el expedIente Incoado al Capitán B. de las ga­
rantlas procesales COll6tituclonalizadas en el articulo zt, lle­
gando a las siguientes conclus'ones:

al El derecho de audiencia y 'el derecho a ser inf!lrmado de
la acusaci6n no parecen lesionados desde el momento en que
el expedientado ha sido oldo de forma amplia, detallada y
reiterada en torno al alcance de su conducta en relaci6n con
la entrevista publicada en la revIsta _IntervIú. y las conse­
cuencias que pueden derivarse de la. comlsl6n de una cuarta
fs.lta leve vIenen fijadas por imperatIVO legal.

bl De las actuaciones remltldas al Tribunal Constitucional
no se desprende que la asistencia de Letrado haya sido Instada
en forma a lo largo del expediente, por lo que no puede ha­
blarse de vulneraci6n de este derecho, que, por otra parte,
aparece limItado al ámbito penal y no dlscipllnarlo en el Có­
digo de Justicia Militar y no se recoge en las Reales Orde"
nanzas. .

cl En cuanto al derecho 8. 1& práctica de prueba tampoco
puede considerarse vulnerado, pues es al 6rgano judicial y
no al sujeto Inculpado al que corresponde determInar la per­
tinencia de un' determinado medio de prueba, sin perjulcl.o
de que pueda Impugnarse por los medios oportunos la decI­
sión .de cualquier órgano .judlclal que rechace un medio de
prueba que se considere pertinente. .

dl Por últImo, no puede afirmarse que h'!ya sido vulnlJl
rado el derecho a 1& tutela efectivá de Jueces y Trlbunale~,
entendido tomo derecho a· acudIr a órganos superi~res que
confirmen o modifiquen la declsl6n del 6rgano míenor, pues
ante la ausencia de un procedImiento eepeclflCo que venga a
cumplir cuanto setlala el articulo 200 de las Reales Ordenan­
zas ha de concluirse que la Sala de Justicia del Consejo Su­
premo de Justicia Militar, al tramitar el recurso de qu~la
y no rechazarlo de plano, y al decidir sobre su contellldo
aun cuando sea sobre bases de las que pueda dlscreparse, ha
dado satlsfacci6n al derecho que a -todo militar- compete
de formular o Instar recursos en VilO administrativa o judicial.

En consecuencia, el MInisterio _Fiscal interesa de este Tri­
bunal dicte sentencia deeestimando el recurso de amparo cons­
titucional promovido por el CapItán de Caballerla D A. B. C.,
por no aparecer vulnerados los derechos fundamentales a que
se contrae su demanda.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL- REY

ts084,

la siguienlfl

Sala Primera. Recurso. de amparo RÚmero 92/1980.
Sentencio de 15 de junio cte 1981.

La Sala PrImera del TrIbunal Constltuclon&!, compuestá por
don Manuel Garcla-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, 'don Manuel Diez de Velasco Vallejo, done.
GlorIa Begué Cantón don Rafael G6mez-Ferrer Morant y don
Angel Escudero del Corral, M&gistrados, ha pronunclado

que no se puede eetlmar como causa lIe Indefensl6n el no
haberse practicado la pru<lba testifical propuesta, pues ésta
venia a resultar irrelevante dada la publicidad y notoriedad
con que los hechos se hablan producido. -

3. Los 'derechos constÚuclonales· que el' recurrente consi­
dera vulnerad"" son los contenidos en el articulo 24, concre­
tamente el derecho a la defensa y a la asistencia de Letrado,~ .
el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para
su defensa y a ser Informado de la acusacl6n formulada contra
él, y el derecho a obtener la tutela efectiva de los Jueces y
Tribunales en el ejercicio de sus' derechos e Intereses legltlmos.

4. Por providencia de 9 de septiembre de 1980, la Sala PrI­
mera de' esl:e Tribunal Constitucional acuerda admitir a tr~

-. mlte la demanda de amparo y. de acuerdo con lo dispuesto en
En el recurso de amparo promovido por don A. B. e., re- el articulo 51 de la Ley orgánica del TrIbunal Constitucional,

presentado por at Procurador de los Tribunales don Jesús requerir al Preeidente del Consejo Supremo de Justicia Mm­
Alfaro Matos bajo la direcci6n del Abogado don Jooé Maria tar para que remita las actuaciones, o testimonio de ellas. que

,. Mohedano, contra .el ·Decreto judicial de 17 de. enero de 1980 dieron 'Iugar al expediente judicial 8/80, Incoado al recurrente,
del Capitán General de la l.' Regi6n Militar y contra el auto asi como las. qUe se siguieron ante la Sala de Justicia· del
de 11 de junio de 1980 de la Sala de Justicia del Consejo Consejo Supremo de Justicia Militar y que finalizaron por
Supremo de Justicia Militer, y en el. que ha comparecido auto de 11 de junio de 1980. ~
el Fiscal general del Estado, siendo Ponente la Magistrada 5. Por escrito de 15 de. octubre de 1980, el Teniente General
doña Gloria Bagué Cant6n. Presidente en funciones del Consejo Supremo de Justicia Mi-

litar remite las actuaciones seguidas ante su TrIbunal, al mismo
l. ANTEGEDENrES tiempo que cdmunlca que el expediente judicial 8/80 debe so-

licitarse de la autoridad judicial de la Primera Regi6n Milltar.
6. Cursada dicho solicitud y remitido el expediente judicial

por el Capitán General de la Primera Regi6n Militar, la Sala
acuerda, por providencia de 12 de enero de 1980 y de co~or­
mldad con lo dispuesto en el articulo 52 de la LOTC, dar VlSta
de las actuaciones al recurrente y al Ministerio Fiscal a fin
de que formulen li¡,s alegaciones procedentes.

7. El Ministerio Fiscal en sU escrito da alegaciones parte
de 1.... siguientes premisas,

al El articulo zt de la Constitucl6n, en cuya vlolacl6n basa
el recurrente su demanda, es de apli~16n inmediata, no pre­
cisando de una Ley que lo desarrolle, sin qUil ello obste para
que una norma de este rango pueda regular la forma de ejer­
cicio de los derecha<; en él contilnldos.

bl Contra las resoluciones de la autoridad judicial militar
cabe, en todo caso, el oportuno recurso, pues el art!Cu1<> 1.008
del Código de Justicia Militar, por su locallzacl6n sistemática,
ha de estimarse referido al. derecho de recurrir tanto respecto
de las faltas leves como'de las graves, interpretaci6n qUil apa­
rece además reforzada por el articulo 14 de la Constituci6n, y,
por otra parte, en virtud de 1& promulgaci6n de la Ley rJ5/
1978, de 28 de dictembre, que a¡>rueba las Reales Ordenanzas
de las Fuerzas Armadas, quedaron derogadas --'Y. asi se reco­
noce en su disposición final primera.- cuantas disposiciones
entonces vigentes se oponlan a su contenido y, por tanto, la
afirmación -in fine_ contenida en el articulo 1.004 de dIcho
CóJigo ha quedado derogada por el articulo 200 de las Reales
Ordenanzas.

1. Por escrIto de 29 de julio de 1980, don A. B: C., Capitán
de Caballeria, representado por el Procurador de los TrIbunales
don Jesús Alfaro Matos, interpone recurso de amparo COnstI­
tucional en el que solicita de este- Tribunal acuerde declarar
la nulidad .del !:leereto d.l Capitán General de la 1.- Región
Militar de fecha 17 de enero de 1980 y de la decisión de 3 de

'. enero de 1980, por la que se aprecia a su representado una
: falta leve que por prtmera' vez se le comunIca medIante el
¡ .citado Decreto, asl como la nulidad del. auto. de la Sala de

Justicia del Consejo SupremQ de JustIcIa Militar de 11 de
junio de 1980 por considerar que en dIchas ...""oluciones se
vulneran dereChos reconocidos en el articuio 24 de la Consti-
tución. d' 'ó2 Los hechos en que el recurrente fun amenta su pelICI n

. de tÍmpar", tal como se recogen en el escrito de demanda, son
los siguientes., . .

al Con fecha 3 de enero 'de 19eo, 111 Capitán General' de
'la l.' Regi6n Militar, en su cali.dad de autorIdad .judicial, apre­

. cia a don A, B. C. una falta leve de las mclUldas en el ar­
ticulo 443 del Código de Justicia Militar, en relación con los
artIculas 2.'_2 y 7.'_1 del Real Decreto-ley 10/1977, de 8 de
febrero, delegandQ su correcci6n en el Jefe de su Unidad.

bl La sanción correspondIente a la citada falta leve se le
Impone de plano, en un expediente .sin contradicci6n, sin a?­
diencia del interesado, sin formulacIón de la acusacIón y SIn
que la resoluci6n le fuera notificada ~eguldamente al afectado.

e) Posteriormente, el 14 de enero del mIsmO añt;). ~ CItado
'telef6nicamente por el Juzgado Militar Permanente numero 6
de Capitanla General de la l.' R~gi6n M~litar para tomarle
declaración en el expediente. judiCial 8/80 Illstruldo contra él
por la presunta falta grave, por acumulaci6n de .faltas leves,
prevista en el articulo 442 del CódIgo de Justicia MIlitar.

dl Una vez personado, se le toma declaraci6n sobre una
entrevista con él realizada por el Periodista don X. Y. Z. y
pub'icada en la revIsta _Interviú., sléndole denegada la desig­
nacIón de un Letrado para su defensa y no practlcándose
el único medio de prueba por él propuesto, consistente en la
declaración de don X. Y. Z. . .

el En escrito .de 17 de enero de 1980, dIrigido al Instruct~r
del expediente judicial, el. C¡¡¡pitán B. reitera la proPOSI­
ción de la prueb!l testifical mencionada, y en otro escri~ de
18 de enero, dirigido .a -la misma .a?torldad, inslst~ en dIcha
petición, al mismo tiempo que sohClta tener conOCImIento de
los cargos que en su conjunto reeultan para poder proceder
a su defensa, de acuerdo con lo preceptuado en e¡ artlculo 2.4
de la Constitución, petlciones que no fueron atendIdas y sobre
las que no recibió notificación alguna.

f) Con fecha 22 de enero de 1980 se le notifica el Decreto
del Capitán General de la l.' Región Militar de 17 de enero,
en el que se contienen los siguientes extremos: la aprectacl6n
de una falta leve de las mencionadas 'en el artIculo 443 del

_ Código de Justicia Militar y el correctivo de seiP meses de
arresto como autor de una falta gr!l.Ve por acu:"ulación d.e
faltas leves, en apl1caci6n del articulo 442 del CódIgo de JustI­
cIa Militar, con las accesorias de 1& pérdIda de tiempo de ser­
vicio y consiguiente antigüedad durante el mIsmo.

gl Con ·fecha. 25 de enero de 1980, don A. B. ~:dlrlg~ a
. la Sala de JusticIa del Consejo Supremo de JustIcIa Mihtar
un escrito de que\a ~n. el que sollclta la nulidad. de lo a~t~ado
en el expedIente JudICIal 8/BO, alegando la omlsl6n de dlllgen­
cias sustanciales (artlcu~os 831 y _832 del. Código de Justicia
Militarl y la Inconstitucionalidad parcial del articulo 1.004 del
Código de Justicia Militar, al vulnerar el articulo zt de la
Constltuci6n. _.

hl Mediante auto de 11 de lunlo de 1980, notificado el 16
de julio siguIente, el Consejo Supremo de Justicia Militar de­
sestima el escrlto de queja formulado por considerar que no
Son de aplicaci6n los artlculos de la Constitución y de las
Reales Ordenanzas alegados hasta que no se elaboren por los
órganos competentes las normas legales que los desarrollen y



4 7 luIío 1981

',..,'-'O!\',

II O. nel E:'-Supl. al nÍÍm. ISi

9. El recurrente. en su escrito de alegaciones, parte de la
plena aplicabilidad del artículo 24 ds la Constitución, argu-
mentando en los Siguientes ténninos: . _

al -El artícu!o 24.1 y 2 de la Constitución es directamente­
aplicable, ·pues, 'si bien en un princip:o podria- pensarse que
nos encontramos ante un supu~sto de derecho disciplinario
al que no le sería. aplicable el derecho a la jurisdicción y las
garantías que el mismo conlleva. no cabe desconocer que en
el mismo se dan una serie de caracteristicas de las que cabe
deducir su caráctdr jurisdicciona!: tant-o la falta leve como
la falta grave que se le han imputado al hoy recurrente están
previstas y penadas en' el tratado segunda: del Código 'de
Justicia Militar Que se encabeza con la denominación de «Le·
yes P~nales""; el Capitán General qUe ordena la iniciación del
expediente, calificado de judicial en el articulo 1.003 del Código
de Justicia Militar. es la máXima autoridad judicial. de- la
región; dicho expediente fue instruido por un órgano luris·
dicclonal castrense (el Juzgado Militar PermaD_ente _número 6
de Madrid), y el Consejo Supremo de -Justicia Militar altra~

mitar el recurso y declararlo inadmisib!'e sanciona el carácter
jurisdicc:ional del proOQdimiento que se habia seguido.

bl A las consideraciones anteriores añade el recurrente que
106 derechos y libertades fundamentales reconocidos en nUes~

tra Constitución. por imperativo del artículo 10.2 de la misma.
han de ser interpr:etados de conformidad con el Convenio
Europeo para la Protección de los O·erechO'.!¡ Humanos y de las
Libertades Fundamentales, por 'lo -Que. al tratarse de ,preceptos
que contienen ..in genere_los mismos derechos, es de aplica·
ción al articulo 24 de la Constitución la interpretación -que del
artículo 6 del Convenio hizo el Tribunal Europeo de Derech03
Humanos en su sentencia de 8 de junío de 1976, extendiendo
al ámbito castrense las garantías contenidas en dicho artícu­
lo cuando los procedimientos disciplinarlos seguidos pudiesen'
llevar a la imposición de penas privativas de libBrtad.

10. De acuerdo con este punto de partida. el recurrente
pasa. a analizar la posible- violación de 105 derechos cante·
nidos en el articulo 24 de la' Constitución, en los diversos pro­
cedimientos seguidos hasta imponerle un arresto o sanción
privativa de libertad .de seis meses:

a) La violación del derecho a la Jurisdicción se produce,
a su juicio. en las actuaciones que dieron lugar al Decreto
judicial del CApitán General da 3 de enero de 1980, pues .no
s6!o no se tuvo por parte al Capitán B" sino que ni sic¡uiera
se le oyó, ni 6e le permitió defenderse. ni proponer pruebas.
ni se le notificó el correspondiente Decreto judicial_, ni en
ningún momento llegó a conocer las acusaciones en que so
basó el procedimiento seguido contra él. extremo especialmen­
te l,mportante, ya qUe dichas actUaciones dieron lugar al ex·
pedlente luiUcial 8/80. Y también se habóa producido la vio·
lación del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en el
auto de .la Sala de Justicia del Consejo Supremo de Justicia
Militar al afirmarse en él que la resolución qUe puso fin
ai expediente es firme.

b) Lo Inismo puede decirse -añade- del derecho a la
defensa y a la asistencia de Letrado c¡ue aparece violado en
el expediente de diversas formas: 9'1 Capitán B, fue citado
telefónicamente sin que se le diera a conócer el objeto de
la citación; la con6testación al pliego de cargos leido por el
Juez Instructor debió hacerla inmediatamente, sin tiempo para
preparar sus descargos y pruebas; los escritos de fecha. 17 y
18 de eI?-ero c¡ua presentó al Juzgado solicitando se le pusiese
de mamfieeto el expediente para tener conocimiento de los
cargos que en su conjunto resultasen y as'{ poder defenderse
debidamente le fueron devueltos por 'el Juez Instructor, por
lo que hubo de presentarlos ante el Juzgado Miutar de Guardia
Especial Permanente número 4 y, a pesar de, haberló hecho
en fecha anterior a la de la notificación del Decreto Judicial
lm~oDiéndo!e el arresto de seis meses, la. autoridad judicial
milttar parece ignorarlos.

Por otra parte,' entiEmde el recurrente' que al articulo
1.()()l del Cédígo de Justicia Militar, interpretado de acuerdo
con el articulo 2-4 de la Congttitución, al reconocer simplemen.
t~ el derecho a la defensa por parte del Inculpado no' le niega
mnguno de los medios legalmente previstos para el ejercicio
d~ este derecho V entre ellos. el que rl;lviste la forma mAs
efIcaz y. normal en nutstro ordenamiento, que es la defensa
letrada. no obstante lo cual ante la petición escrita del Ca­
wtlm B, para ejercer su defensa no sa produce sino el silencio
fPel Instructor del expediente y en el auto de; 11 de junio del
Consejo Supremo de Justicia MIlitár se rechaza dicho derecho
a~e~ando qUe la Constitución se limita a estab!«:er los prin­
CIpIOS fundamentales qua posteriormente han de ser concreta-
dos por el derecho positivo. .

el Respecto al derecho a ser "informado de la acusación
formulada., su posible vulneración se deriva de dos hechos
funda!"entales: en la lectura. de los cargos el Juez Instructor
se, refIere exclusivameJ)te a la comisión anterior de tres faltas
leves y en ninguno de tos procedimientos seguIdos 88 dio co­
nocimiento al recurrente de los cargos por sus declaracionea
a la revista .Interviú.

dl Es evidente también, .afirma el recurrente, c¡ue se ha
vulnerado el derecho a un proceso público; pues en ningún
momento ha habido pu?licidad ni siquieT&- para las partes.
no pUdiendo él intervemr en igualdad de condiciones con la
parte acusatoria.

e) Por último, también. se habrfa violado el articulo 2-4 de
la Constitución por lo que respfilcta al derecho a- utilizar los
medios de prueba pertinentes para. la defensa,ya que,- en el
mó'mento de prestar declaración y en escritos posteriores, el
recurrente propuso un medio de prueba directamenterelacio-"
nado con el objeto del expedi~nte -ta declaración como testigo
del autor de la entrevista- 1., no obstante ser admitido por
el Juez Instructor. no Uegó a practicarse al decidir posterIor·
mente el mismo Juez Instructor; de forma incongruento y con·
tradictoria que dicha prueba testifical era innecesaria e im­
pertinente,

11. En el mismo escrito de alegaciones el recurrente seftala
que no se han unido al -expediente remitido a este Tribunal
por el Capitl1n General de la Primera Región Militar los 'ori­
ginales de, los tr~s e.sr:ritos de fecha n,_ 18 y 21 de enero. di­
rigidos al Juez Instructor del Juzgado Militar PermanElnte nú­
mero 6' de Madrid y presentados ante el Juzgado. Militar de
Guardia Especial Pennanente número 4. por lo que soli(:ita.
se rec¡uiera a la Secretaría da Justicia' da la Primera Región
Militar para Que remita. 106 originales ele los escrItos anterior­
mente mencionados y certificación de si dichos e'icrítos fueron-·
presentado~ ante dicho _Juzgad!) el día 21,

12. De acuerdo con lo j,nterQsado por el recurrente y plJr
providencia de 14 de enero pasado, el Tribunal Constitucional
r6(:aba del Capitán General de la Primera. Región Milit~r ia
remisión de los documentos originales y la certlficación so·
licitada.

13. Rec,ibídos los documen..tos solieit·aoos la SAJa acuorda
dar vista de dichos dor.um~ntos a las partes Para que durante
el p~azo de'"'diez días, puedan hacer las alegaciones qué estim"lri
oportunas en' relación con la citada documentación.

14_ El Ministerio Fiscal. despachando el nuevo trámita de
alegacfon~s. s06tiene que los originales aportados no altt'ran
en nada la. situación existente al tiempo de formular sus pre­
cedentes alegaciones, por lo que reitera se dicte sentencia I}n
el sentido en sú dia postulado.

15, El recurrente, en sus escrltos de alegaciones, destaca que
los documentos. aportados no fueron incorporados al expediente

'a pesar de la evidente trascendencia de su contenido; -argu­
menta da nuevo sobre su importancia a los efectos de este
recurso de amparo y pone de manifiesto cómo dicha documen­
tación apoya las ~firmacioi:les por _él realizadas-_en el prece­
dente escrito de alegaciones: los tres escritos se presentaron
ante el Juzgado Militar de Guardia el día 21 de enero de 1980,
tal como e~ recurrente había afirmado en su escrito de alega_
ciones. recha anterior a la notificación al interesado de la re­
solución de la autoridad judicial.

16. Por proVidencia de 3 de junio de 1981, la Sala acuerda.
señalar. el día' 10 de junio para la deliberaCión del pre!ente
recurso de amparo. y en la sesión de dicho dia se delibera y
vota,

II, FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El _amparo solicitado por el recurr~nte sobre la base de
la violación del artículo 24 del texto constitucional se concreta
en tres pretensiones: ~

al La declaración de nulidad de la decisión del CapitAn Ge­
neral 'de la Primera Región Militar parla que se aprecia a
don A. B. C. una falta leve. qUe se 'e comunica por vez primera
mediante el Decreto de 17 de enero de 1980. .

b) La declaración de nulidad del citado Decreto, que pone
fin al expediente judicial 8/80. y en Que se sanciona al recu­
rrente por una fafta grave por acumu1aci6n ~de cuatro faltas
leves.

e} La declaración- de nulidad, del auto de 'a Primera ,Sala
de Justicia del Consejo Supremo de JustiCIa Militar de 11 de
junio de 1980, por el que se desestima el recurso de queja
elevado por el r..ecurrente en relación con el mencionado expe­
diEnte,

2. En relación con la primera pretensión, el recuITente afir·
ma. en el hecho primero de la demanda que' e~ 3 de- enero
de 1980 el Capitán General de la. Primera Región Militar. en su
calidad de autoridad judicial, le, sancionó de plano, en un
expediente sin contradicción, sin audiencia del interesado y sin·
formulacil!ll! de acusación. por una falta leve de las previstas
en el artículo 443 del Código de Justicia Militar. Posterionnente,
en el apartado primero ael suplico. no habla ya de .sanción_,
sino de «apreciación_ de una falta leve. Aun -cuando ambo!
conceptos son claramente diferentes. ya que el segundo no
implica necesariamente. la imposición de una sanción, podria.
sin embargo. an ambos casos 'producirse análoga lesión de los
derechos del :recurrente en el ámbito de" las garantías procesa­
les si tal apreciación supusiese calülcaclón previa COBdicionante
de la actividad sancionadora desarrollada en el expediente ju~
dlctal 8/80, Por tanto, la pretensión del recurrente encaminada
a conseguir' la declaración de nulidad de la decisión del Capitén_
General de 3 de enero de- 1980 ob~iga a examInar los dos as­
pectos de la cUestión: la imposición d06 la sancIón derivada
de la decisión adoptada y los efectos de la calificación d-e loa
hechos en ella contenidos sobre el posterior expedienta judicial.

3, Por lo qUe se refiere a la posib1e sanción por una falta
leve, de las actuaciones. remitidas a este Tribunal resulta que,
efectivamente, por Decreto de 3 de enero de 1980, ~ Capit~
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General de 1& Primera Región Militar. de Conformidad ~con el
informe del Auditor General· del día primero del mismo mes,
declara -que la entrevista concedida por el capitán B, a la
!'evista '.Interviú_ constituye una falta leve prevista en e~ ar­
tículo "43 del Código de Justicia Militar .por haDer incidido el
recurrente en la prohibición contenida en elarUéulo 2, apar­
tado 2,°, del Real- Decret()~ley de 8 de febrero de 1977. Y delega
para BU corrección en el Jefe de la Unidad. Asimismo consta
que una copia del correspondiente Decreto _auditoriado es reml·
tida, por escrito de ~a misma fecha, al Teniente CeneráI Jefe
del Estado Mayor del' E1ército. quien. en relación con este eS-J
crito y con fecha '9 de enero, comunica al Capitán General que
en la hoja de' servicios del Capitán B. aparece que ha sido
corregido cOn anterioridad pOr tres faltas leves, por lo que la
cuarta falta leve en 1a que ha incurrido debe considerarse
falta grave, de acuerdo con lo' que determina e' articulo 442
del Código de 'Justicia Militar, debiendo abrirse el correspon·
<tiente expediente judicial. Consta también que, de acuerdo con
esta comunicación, el Capitán General, mediante telegrama de
14 de enero de 1980, ordena- 1\1 Coronel Juez Instructor del
Juzgado Permanente número 6 que inicie expediente iudicial
bajo el número 8/80 contra el Capitán B. _por la ,presunta
fa't.a grave por acumuJación de faltas leves-o -

No se han aportado, sin embargo, las actuaciones realizadas
por el Jefe de la Unidad en <lu,e habia delegado_ el Capitán
General: :No pbstante, de las actue.cíones remitidas no Jluede
deducirse que 'se impusiese tal sanción. De, las declarnciones
4el recurrente se despr~nde, más ~ien,'que no llegó a impo~
nérsele, y el informe de la Auditoría afirma textualmente que
.con fecha 3 de enero da 19SO ha sido apreciado por ',a auto.­
ridad 'l:1dici:;¡1 de V. E. la comisión de otra falta leve, para cuya
corrooclón se delegó en el 'Jefe del Cuerpo, sin que se _haya
1mpuflsto el cCrt'laspondiente correctivo al apreciarse que' la
falta últimamente citada constItufa la cuarta, incluidl;!. en el
articulo 443 de'. Código de Justicia Militar-,

4. ,:!,ampoco puede afirmarse que la calificación_ hecha por
el Capitán General en su Decreto de 3 de enero hayá vinculado

, al resultad.o- condenatorio del expediente judicial tramitado con­
forme al artículo 1.()()4. d~l Código de Justicia Militar, ya que
en dich(j~expediente la actuaclón judicial no se '.imitó_a consta~

tar la existencia de las tres faltas anteriores para imponer sin
más la sanción correspondiente a ,16 cuarta, sino qUe de las
declaraoionesdel recurrente y de la prueba documenta! apor­
tada por el mismo resulta que en el procedimiento &e trató
de depurareJ.os hechos y, Por tanto.· de llegar a una ca1ificac16n
de ~os mismC!s, independientemente de la realizada can ante­
1}Orl?ad por el Capitán General. Y si b'en es. oierta que el
AudItor General de dicha Regi6n, en su informe dé 13 de febre­
TO de 1980, parece indic&r que la finalidad del expediente· era
exclusi,!amente. la -acred¡tación de la reiteración perseguida_
este crIterio, .slll embargo, no fUe compartid.:> n1 por el Fisoai
Togado de'. Consejo Supremo (apartado 3.° de su informe) ni
pOr este mismo Consejo, que en el único .considerando-' del
auto de 11 de junio de 1980 acoge integramente ~y hace suyas
las razones del informe del Fiscal.

S. Del examen de las actu8010nes remitidas resulta· pues
que no se ha derivá40 del citado Decreto de 3 de enero de 19ao
sanció~ por fa~ta !eve; ni la calificación de los hechos en él
con:re.Dlda ha vmcu 'ado a la resolución recaida en el expediente
judICial 8/80, por 10 Que no procede estimar 1a pretensión del
recurrente en ~l e:nrémo considerado.

6. La segudda pretensión contenida en el escrito de deman.
da se centra en la aplicación de los derechos reconócidos en
el arti~u!o 24 (loE'- la Constitución al expediente &eguido contra'
el Csp.Itan. B. El rc~rrente entiende que estos derechos son
d.e aphcacIó~' inmed18ta, y si bien recon~ que .l.a Constitu­
oClón no impIde qUe el, Estado, en el cumplimiento de ·su fun~
ción de gunrdián del Interés públic9. establezca una distinción
entre Derecho penal y Derecho disciplinario, asi como que trace
la.lfnea divisorie. entre uno y otro_, ello, a su juicio, no obliga
a concluir qUe nos encontremos ante un supuesto de derecho
disdpl~narlo al que noserfe. apl:lcable el derecho a la jurisdic­
ción y a las garantfaa que el mismo conlleva, dado el carácter
judicial que el Código de Justicia Militar reconoce al proce­
dimiento seguido en el caso de faltas grav'9S: las faltas graves
son '9Sclarecidas en expediente judicial ordenado por la mAs
alta autoridad judicial de la Región e instruido por un 6rgano
jurisdiccional castrense. -

7. Es preciso seflalar, sin. embargo, qUe la via Judicial a
qUe alude el articulo l,()03 del Código de Justicia Militar y
qUe se concreta. en el expediente judicial regulado en el articu­
lo 1.004 no correSpOnde al concepto de procedimiento judi'cial
a~ ~ue alude el articulo 207 del mismo Código. El articulo 2r:n
d'lstIngue entre ambos conceptos al recoger la distinta natura­
lezA. de las infracciones que dan lugar a uno y otro proce­
dimient.o y afirmar que .sól0 se reputarán penas las impuestas
por l~s Tribunales. en virtud 'de procedimiento judicial. Las 00­
ITeccJones <11.1e- Se -fmpoñgan 1udfclaT, gubernatíva' o diseiplina:­
namente no se considerarán pellas, aunque sean de la misma
.natu:!:,aleza que las· establecidas en esta. Ley_. Y. congruente­
mente .con ello, e'\ articulo 211 prevé como· pena militar -más
leve de privación de libertad la de prisión militar con une.
extensión de seis meses ,Y un dia a doce afias, ml.~ntTa.;;; Que
las que llama «correcciones_ para ca!ltigar las faltas tienen su
máxima duración en el arresto militar de seis meses. Los arUcu-

los 851 Y 852 del Código" de Justicia Militar' distinguen también
entre ambos procedimien.tos al señaiar que lassenlencias son
lasreso'uciones definitivas de los procedimientos judiciales,
mientras que los expedientes de esta índole han de resol verse
por autÓ. Y la propia estructura del expediente iudlcia! no
responde El. la estructura de un proceso judicial decaracter
penal, sino que se corresponde ~erf€ctamente con la de los
expedientes administrativos en el ambito civil, con una fase
de instrucción en la que 'el Instructor reúne funciones que
en e' procedimiento criminal se distribuyen entre el Juez Ins·
tructor y el Ministerio Fiscal, y una fase de resolución en la
que el ÓTgano a quien corresponde la decisión no esta espe·
cializado .y coincide con la propia autoridad administrativa.
Las faltas militares graves y sus correcciones no forman parte
en el Código de Justicia Militar- del Derecho penal, sino del
régimen 'disciplinario, y as1 se reconoce expresamente en 'a
reserva cont;enida en el Instrumento de Ratificación del Con­
venia para la Protección de los Derechos Humanos y de las
Libertades Fundamentales. Nos encontramos, en definitiva, ante
un supuesto de acción disciplinaria por la qUe se sanciona una
falta grave con una priva¡::ión de libertad de seis meses.

8. Una vez establecido el carácter disciplinario de la san·
oi6n impuesta, es preciso determinar, desde el punto de vista
constituciona\ si esa acción disciplinaria cabe dentrodeJ marco
oonstitucional y si la acotación de un campo de acción deno­
minado disciplinario lleva consigo restricciones a. los dcrt:cho"s
de carácter procesal reconocidos constitucionalmente. .

La Constituci6n espafiola reconoce la singularidad del régi­
men disciplinario militar. D€l arUcu~o 25.3 se deriva _a sensu
contrario- que la Administra-eión militar .puede imponer san­
ciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de
libertad. Y el artículo 17.1 establece que nadie puede ser pri­
vado <:le su libertad sino en los casOs y en la forma previstos
en la ley. De ambos articulas ~ dedu~ ,.. posibilidad de
sanciones disciplinarias que impliquen privación de libertad
y. la remisión a la ley para la fijación de los supuestos.

9, La 'acotación legal de este campo de accIón disciplinaria
tiene evidentes repercusiones en el sistema de garantías pro­
cesales, En e~ ámbito militar, en el q,ue la subordinación jerár­
quica y la disciplina constituyen valor-es primordiales, el proce­
dimiento de carácter disciplinario no ',puede, por su propia na~
turaleza, quedar sometido a las' garantias procesales gene.ral~
'mente reconocidas para los _procesos judiciales, pues su razón de
ser reside en la prontitud y rapidez de la reacción frente a las'
infracciones de 1& disdplina militar. La separación entre Dere·
cho disciplinario y Derecho penal militar adquiere asi un relieve
especial, pues, dada la dificultad de establecer una linea divi~

soria nitida entre la acción disciplinaria y la· acción penal,
bastaría con calificar una infracción de disciplinaria para asi
liustraerla a '.a obligaci6n fundamental de seguir un prooe~

dimiento COn las debidas garantías. De aqui la preocupación
qUe se manifiesta en la doctrine. y se refleja en las más re~

cien tes reglamentaciones disciplinarias militares por restringir
el campo de la acción disciplinaria, bien reduciendo los su~
puestos sometidos a dicha acción, bien ,limitando el tipo' de
sanciones que a través de ella 'pueden imponerse, bl€n exi­
giendo para determinadas sanciones un procedimiento en que
se observen las normal.es garant1as procesales.

No existe una referencia explicita a esta materia en .los Pac~

tos y Convenios Internacionales, y el mismo Tribunal Europeo
de Derechos Humanos reconoce que cada. 'Estado es competente
para organizar su sistema de disciplina militar, gozando en la
materia de un cierto margen de apreciación. No obstante, dicho
Tribunal, órgano competente para interpreta.r 'y aplicar el Con­
venio Europeo de Derechos Humanos, en su sentencia de 8 de
lunio de 1976 (caso Engel y otros) ha' establecido limitaciones
a esa. acción disciplinaria pOr !o Que &e refiere a las' garantías
procesales, &.1 distinguir entre arrestos que implican una res~

trfcci6n de libertad (1os llamados simples y agravados) y aque~
110s que implican una privación· de_libertad (arrestos estrictos)
y establecer que en estos últimos casos han de aplicarse las
garantias procesales contenidas en e.l articulo 8.° del: Convenio
Europeo, extendie:Q.do así al ámbito disciplinario castrense los
derechoS propios del orden penal contenidos en dichos articulos.

10. En el C860 español, el articulo 24,2 de la Constitución, al
8li't&r orientado hacIa el proceso JUdicia', penal, no es de apli­
cación inmediata al régimen· disciplinario y tampoco puede
aplicarSe como derecho interno el articulo 6.° del Convenio
Europeo en la interpretaci6n dada por el Tribunal Europeo !ie
Derechos Humanos, sobre la base de ·la remisión del artícu~
lo 10.2 de la Constitución, co.mo pretende el recurrente. España,
a.... ratificar dicho Convenio y de conformidad con el art1~lo 6~
del mismo se ha reservado la aplicación de los articulos 5. y 6.
en la medida en que fueran incompatibles con las disposiciones
que· en relación ton el régimen disciplinario de las Fuerzas
A~adas, se contienen en el titulo XV del Tratado Segundo
sobre .Faltas y correcciones- (articulos 414 a 448) Y: ~n el. ~tu­
jo XXiV del -TraÜidó TerLErü del Código· de- Just!C18 _Mlhta.r
sobre los _Procedimientos para las faltas. (artículos 1.003 a 1.~).
y dentro de estos 8,rtfculos se encuentran los que han s€I'V1do
de base al procedimiento seguido contra el Capitán B.

No cabe desconocer, s.;n embargo, que 106 derec~o~, ~unda~
mentales responden a un sistema de valores y pnnclplos de
alcal1ce universal que subyacen a la Declaración Universal Y
a los diversos convenios internacinl'u).186 sobre Derechos Hu-
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. manos, ratificados por España, y que, asumidos como decF
si6n constitucional básica, han de informar todo nuestro or­
denamiento juridico. Por ello, una vez aprobáda la Constitu­
cl6n el régimen disciplinario militar ha de incorporar este
siste'ma de valores y, en consecuencia., en aquellos casos en
que la sanción disciplinaria conlleva una privación de liber­
tad el procedimiento disciplinario legalmente establecido ha
de 'responder a los principios que dentro del ámbito penal
determinan el contenido básico del. derecho a la defensa, de
modo que este derecho no se convierta en una mera formalidad
produciéndose, en definitiva, indefensi6n.

11. En el caso que no. ocupa no puede 'decirse que tal in­
defensi6n se haya producido. El Capitán B. tiene conocimiento
de los hecho. por lo. que posteriormente será sancionado; asi
se desprende del acta que recoge su. declaracione. ante el
Juez Instructor, las cuales abarcan los' dos extremos que sir­
vieron de base a la incoaci6n del expediente: el contenido de
la entrevista publi:;ada en 1& revista -Interviú. y el número
de correctivos por faltas leves que habian sido impue.t.... al
recurrente con anterioridad.

Por otra parte, el recurrente es plenamente consciente de
las posibles consecuencias de los hechos que serian objeto de
sanci6n. En efecto, el mismo dia de la aparici6n de la en­
trevista. 26 de dictembre de 1979, se dirige por télex al Di­
rector de la revista. pidiendo se publiquen algunas rectifica­
ciones y añade: .Le ruego entienda que, si no hubiera rec­
tificaci6n pronto, probablemente incurrlria en falta o delito
condenable». Y, en relación COD estas declaraciones a la re­
vista .lntemu-, posterio.nn9nte, por éscrito de 2 de enero de
1980. se dirige al Comandante Jefe del Pe.rc¡ue Central de
Autom6viles adjuntándole cop.ia del télex y rogándole que,
dada la significaci6n del' asunto, por la considerable difusi6n
de la mencionada revista y siendo posible que la rectificaci6n
solicitada tarde más de lo normal en aparecer. eleve copia
del télex al Teniente General Jefe de Apoyo Logistico, al Ca­
pitán General dé la Primera Región Militar y al Teniente e;.,.. .
neral Jefe del Estado Mayor del Ejército.

Por último, el Capitán B. participa además en el esclare­
cimiento de los hechos. Las rectificaciones y precisiones por él
solicitadas y que se insertan en el número 191 de la revista
.Intervlú. Son conocidas por el Auditor General antes de emi­
tir su Informe de 17 de enero de 1900, que servirá de base
a la resoluci6n del Capitán General de la misma fecha.

12. El recurrente alega que; al no realizarse la prueba
testifical por él solicitada se ha producido indefensi6n. Es
de . destacar, sin embargo, que tal prueba versaba sobre las
aludidas rectificaciones y precjsiones y que la resoluci6n final
no' vino. en modo alguno condiclonada por ella. Los hechos,
asumidos por el recurrente, no fueron obj eto de controversia
al entender el Auditor General que en todo caso existla una
falta leve .sin que la aclaraci6n insertada en el número 191
de la revista .Intervlú. a petlci6n del expedientado pueda
desvirtuar !a falta cometida por sus declaraciones y fotogra­
fias publicadas en el número 189 de la misma revista, objeto
de la infracci6n apreciad.... ~

13. En resumen. Loe hecllOll se producen con una gre.n PU"
blicldad, son asumidoe por el recurrente, no se hace cuesti6n
de ellOS en eol expediente y, ademáS. las consecuencias de loe
mismos vienen fijadas taxatlyamente por la ley, por lo que
puede concluirse que en esta caso concreto el procedimiento
seguido no h,a vulnerado el derecho de defensa en relaci6n con
los Cines esenciales del mismo: el esclarecimiento y la prueba
de los hechos, y la dElterminacl6n de las responsabilidades sus­
ceptibles de sanctón. 'No prooede, por tanto" estimar la pre­
tensi6n del recurrente en relacl6n con el expediente que le fue
incoodo.

14. Por lo que se refIere a la tercera pretensl6n del recu­
rrente, el auto de 11 de Junio de 1980, cuya declaraei6n de nu­
lidad se pretende, pone fin a un procedimienta IniCUldo por
un escrito de queja del recurrente, quien, apoyAndose en el ar­
ticulo 2.00 y en la disposicIón final primera de las Reales Or­
denanzas y en el articulo 832, apart8do 2.°, del Código de Jus­
ticia MllIlR, acude al Consejo Supremo de Justicia Militar
por considerar que en el expediente Judicial stoo se han vulne­
rado detanninadas garantias procesales. El recurrente soUctta
de este Tribunal Con.titucional la declaraci6n de nulidad de
dicho auta. bastmdose en la posible vulneración de los dere­
chos contenIdos en el articulo 24 de la Constituct6n y en Par­
ticular, del dlerecho a la tutela efectiva de los Jueces y Tri­
bUMles.

15. La Sala de JusticIa del Consejo Supremo de Justicia
Militer entlende que la resolución dei expediente e. Cirme
~ues ,.1 lo dispone el r.rtlculo 1.004 del Código de Justicia MI:
htar. texto legal aplicable en tanta no se desarrollen y configu­
ren las posibles vlas de recurso a que hace referenCia el ar­
ticulo 200 de Ie.a Reales Ordenanzas. Frente a esta tesis, y 'en
la linea mantenida par &1 recurrente y el Ministerio Fiscal es
j'bligádO reconocer. sin embargo, la aplicabilidlid del arlicu­
o 24.1 de la Constitución respecto a la posible impugnación

de las resoluciónes dictadas en los expedientes Judiciale.. La
extensión de los derechos fundamentales a todos loe ciudlida­
nos. como derechos inherentes a la propia. personalidad. exige
que las limitaciones a Su ejercicio. basadas en la -relaci6n d&­
suj~ci6n especial. en que se encuentran ciertas categorias de
personas, s610 sean admisibles en la medida en que resulten
estrictamente indispensables para el cumplimiento de la misión
o función derivada de aqu.lla Si·tuaci6n especial. Y en este
sentido es de señalar que el cometido que la e.ecJ6n disctpll­
naTia mllitar ha de cumplir y que puede justificar alguna limi­
,tact6n de las garantlas procesales no queda desvirtuado con
el posterior ejercicio del <1erecho a la tutela efectiva de 101
Juece. y Tribunales, reconocido en el articulo 24.1 de la Cons..
titución, por lo que d.. la naturaleza del procedimiento segnldo
en el expediente judici.6.l en cuestión no puede derivarse el ca­
rácter firme de la resolución que pone· fin a dicho expediente.
Por el contnrio. para que dicha acci6n disciplinarla se man­
tenga dentro del marco constitucional es necesaria la existencia
de un sistema de tutela jUdlCiaol que posibilile la revlsi6n por
6rganos íUrisdiccionalee de las resoluciones adoptadas a través
de un procedimiento que permita al inculpado ejercitar plena­
mente su derecho a la defen5l'..

. El examen de la pretensi6n del recurrente exige, por tanto,
o determinar si obtuvo la tutela efectiva a que se refiere el ar-
ticulo 24.1 de .la. Constituci6n. .

16. Del examen de las a.etW>C!0n.es remitidas Se deriva que
el derecho a la tutela efectiva de las Jueces y Tribunales na
ha sido vulnerado. pu~ .el recll.J"I'lente ha tenido acceso &- un
6rgano de la jurisdicci6n militar. la sale. de Justicia del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar, y ha obtenido de la. misma
una resoluci6n fundada en derecho sobre el contenido de su
prE!tensi6n.

En efecto. a pesar del informe desfavorable del Auditor Ge­
neml sobre la admisi6n del escrito presentado por el capiAn B.
y de la tesis sostenida por el Fiscal Togado sobre el carácter
firme de la resolución impugnada. la Sala de Justicia de dicho
C.ons-ejo no acuerda la lnadmisi6n del escrito, sino que, aco­
giendo ínteg:re.mente y haciendo suyas las· razones expuestas
en el informe del Fiscal Togado. se pronuncia sobre el fondo
de la pretensi6n d.ducida. El recurrente pretendía]a nulid.!Ld
de .l~s actuaciones seguidas en el expediente judicial 8/80, por
omISIón de las garantías proceea.les reconocidas en. el aI"tícu­
lo 24 de la Constituci6n, concretamente la aslstencta de Letrado
y la utilizacl6n de los medios de prueba pertinentes para su
defensa. y la 86la de Justicia no accede a la p""'tensi6n por
~9tIm8:r que .1os preceptos constitucionalee DO son el¡ aplic.aci6n
InmedIata, SIno que han de ser objeto de un desarrollo posi'tivo
posterior, y que la no realizaci6n de la. prueba propuesta por
el interesado no produce su indefensi6n, ya que, <lada la no­
tori~ad ~ publicidad con que el hecho en cuestión se ha pro­
dUCIdo, dicha. prueba DO podría. añadir nada sustancia.l a la.
estimación de la posible falta cometida.

17. F'rente a la argumentacl6n anterior debe señala""e que
lOs preceptos constitucionales alegados vinculan a. todos 109 po­
deres' públicOS (artIculas 9.1 y 53.1 de la Constituci6n), y que
son orIgen. inmedIato de derechos y de obligaciones y no
m~ros principi06 programAticos. Pero el hecho es que, en cual­
qmer caso. la Sala de JustiCia' del Consejo Supremo de Justi­
cia Milita.! se pronuncia sobre tqdOg los extremos contenidos
en el escnto y a través de un procedimiento no cuestionado por
el propio recurrente, por lo que puede af~lmarse que ""'te ha
tenido ocasl6n de ejercitar el derecho A la tut..la efectiva de
los Ju<!Ces y Tribunales, reconoCido en e! articulo 24.1 de la
~0~stituci6n•. y no procede, por tanto. otorgar' el amparo so.
hCltado en relac!ón con el auto de la Sala de Justicia. del Con-
sejo Supremo de Justicia Militar. . .

FALLO

En atenctón a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

'. Ita decidido:

1. DeM'gar el amparo solicttado por el Procurador de los
Tribunales don Jesús Alfara Matos, en nombre y representa-
ci6n de don A. B. C. -

2. Devolver las actuacionllB remitid,!la por el Consejo Supre­
mo de Justicia Militar y la Capitania General de la. Primera
Regi6n Militar. .

3. Notificar -la presente sentencia. al FISGal Generail del Es­
tado y al recurrente.

Publiquese la senll\lncia en el .Boletln Oficial del Estado•.
Dada en Madrid a quinC<l de junio de mil ncvecientos ochen~

la y uno.-Manuel Garcfp.-Pelayo Alonso.-Angel Latcrre Segu­
oo.-Manuel Diez de Velasco Vallejo -Gloria Begué Cantón.­
Rafael G6mez-Ferrer Morant.-Angel ESCudero del Corral.-F'll'" .
madoe y rubrioad04l.


